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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO, POR EL QUE SE DECLARA EL 11 
DE FEBRERO COMO DÍA NACIONAL DE LAS VÍCTIMAS DEL 
DESPLAZAMIENTO FORZADO INTERNO, A CARGO DE LA DIPUTADA DIANA 
MARÍA TERESA LARA CARREÓN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 
PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 

La que suscribe, diputada Diana María Teresa Lara Carreón, integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXV Legislatura del Congreso de la 
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, y 
77, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración 
de esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto que declara el 11 de febrero 
de cada año como el Día Nacional de las Víctimas del Desplazamiento Forzado 
Interno, al tenor de la siguiente 

Exposición de motivos 

DEFINICIÓN. 

Según los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos de la Organización 
de la Naciones Unidas, “se entienden por desplazados internos a las personas o 
grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su 
hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como resultado o para evitar 
los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de 
violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por 
el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente 
reconocida (ECOSOC-ONU, 1998)”. 

Por su parte, la Secretaría de Gobernación define el desplazamiento forzado interno 
como “la situación en la que las personas o grupos de personas se han visto 
forzadas u obligadas, de manera expresa o tácita, a escapar o huir de su hogar o 
de su lugar de residencia habitual, en particular como resultado o para evitar los 
efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia, de violaciones de 
derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano, y 
que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida (SEGOB, 
2023)”. 

A diferencia de los refugiados, quienes cruzan las fronteras internacionales 
buscando preservar su vida o condiciones de vida digna, las víctimas de 
desplazamientos internos no cruzan frontera internacional alguna y siguen bajo 
jurisdicción del gobierno de la nación donde se generó el problema por el cual se 
vieron en la necesidad de abandonar sus hogares. 

LAS CIFRAS DEL DFI. 

Datos del Observatorio sobre el Desplazamiento Interno del Consejo Noruego para 
Refugiados (IDMC) con sede en Ginebra, Suiza, estiman que, a fines del 2021, 



aproximadamente 53.2 millones de personas se encontraban en situación de 
desplazamiento interno alrededor del mundo. Una cifra superior a la población total 
de países como Colombia, Corea del Sur o España.  

En México el DFI es un problema social que no ha sido debidamente dimensionado 
y atendido por las diferentes instancias de gobierno. El mejor ejemplo de ello es la 
ausencia de un marco normativo federal que faculte a las instancias 
correspondientes a prevenir y atender los problemas derivados del DFI. Según cifras 
del Centro de Monitoreo de Desplazamiento Interno, para 2020, en México 
aproximadamente 357 mil personas padecieron en esta situación, también hay que 
añadir que, de a acuerdo al Censo de Población y Vivienda del INEGI del mismo 
año, un total de 262,411 personas reportaron haber migrado internamente por 
seguridad delictiva o violencia. 

El mismo censo identificó a los principales estados receptores y expulsores de 
desplazados forzados, siendo el Estado de México (16.5%), la Ciudad de México 
(9.9%), Querétaro (8.2%), Yucatán (6.8%) e Hidalgo (6.6%), los principales destinos 
de quienes abandonan sus hogares contra su voluntad. En cuanto a los estados de 
donde son originarios estos migrantes internos se encontró que el Estado de México 
(24.1%), la Ciudad de México (29.8%) y Guerrero (8.1%) son las entidades 
federativas que más pobladores expulsan de zona de origen o residencia contra su 
voluntad.  

CONSECUENCIAS.  

Aunque la violencia, principalmente relacionada con el combate al crimen 
organizado, ha sido el principal detonante del DFI en los últimos años, hay una 
amplia lista de factores asociados a este fenómeno: la pobreza, el desempleo, la 
falta de acceso a servicios de salud o educativos, los desastres naturales, los 
proyectos de desarrollo urbano, la discriminación, etc.  

Las víctimas que se desplazan al interior del país deben adaptarse a una nueva 
realidad, a veces muy diferente a la que han vivido desde su nacimiento, esta 
situación empeora cuando se trata de personas indígenas, quienes encuentran 
limitaciones que van desde los usos y costumbres, hasta el idioma de su nueva 
comunidad. También es importante mencionar a las víctimas provenientes de zonas 
rurales o marginadas, quienes afrontan sus nuevos costos de vida en condiciones 
de pobreza o pobreza extrema, sin empleo en la mayoría de los casos y sin un 
sistema de atención integral que los apoye en su adaptación social y económica. 

La separación familiar es otra consecuencia del DFI, en muchos casos los adultos 
mayores se niegan a abandonar sus hogares o los jefes de familia sus trabajos 
(como tierras de labor agrícola). La reunificación familiar también debe ser un tema 
de atención por parte de las instituciones gubernamentales correspondientes, pues 
se debe procurar el respeto al principio del interés superior de la niñez.  



DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS. 

Aunque el DFI ha sido un problema permanente de la vida independiente de México, 
la Secretaría de Gobernación afirma que su reconocimiento oficial fue hasta el año 
2019, cuando comenzaron a publicarse estudios oficiales sobre el tema. A partir de 
ese año se realizaron esfuerzos informativos dirigidos específicamente a las 
víctimas del DFI. El portal de SEGOB relativo a la política migratoria cuenta con un 
apartado de información sobre DFI, así como los derechos de las víctimas, los 
cuales se enlistan a continuación, tal y como los comparte públicamente la 
mencionada dependencia:  

• La identidad y al reconocimiento de su personalidad jurídica;  
• La libertad de circulación y de escoger su residencia; 
• La vivienda digna; 
• No sufrir discriminación, hostigamiento, ni aislamiento; 
• El respeto de su vida familiar, la no separación de la familia, la reunificación 

familiar, el respeto al principio del interés superior de la niñez; 
• Conocer el destino y paradero de sus familiares en situación de 

desplazamiento forzado interno; 
• Ser informadas sobre sus derechos durante todo evento de desplazamiento 

forzado interno, así como al acceso a las acciones y programas de protección 
y asistencia social, en su idioma, lengua o dialecto de manera adecuada, 
clara y sencilla, y de ser necesario, mediante un intérprete; 

• Asociarse o reunirse pacíficamente; 
• Tener sus propias formas de organización y valores socioculturales; 
• La protección de la propiedad de sus bienes contra la privación arbitraria, 

apropiación, ocupación o destrucción, sea individual o colectiva; 
• Acceso a la educación laica y gratuita, teniendo en especial consideración a 

los pueblos y comunidades indígenas, educación plurilingüe y con enfoque 
intercultural; 

• Ser protegidas de todas las formas de violencia física, psicológica, sexual, 
daños o abusos, tortura, abandono o trato negligente, cruel o inhumano, así 
como a otras formas de violencia; 

• Ser tratadas de manera diferenciada, tomando en cuenta su situación de 
vulnerabilidad específica en lo que se refiere a su edad, sexo, orientación 
sexual, identidad de género, discapacidad, grupo étnico, pertenencia a 
pueblos o comunidades indígenas o afromexicanas, y otras que forman parte 
de la composición pluricultural del país; 

• Ser tratadas con dignidad inherente de la persona; 
• Acceder a atención médica física y psicológica, así como al tratamiento de 

enfermedades y a rehabilitación y sin discriminación, con perspectiva de 
género y a prevenir enfermedades contagiosas e infecciosas cualesquiera 



que éstas sean, entre personas en situación de desplazamiento forzado 
interno. 

• No ser confinadas o alojados en campamentos. Si el alojamiento en dichos 
lugares resulta absolutamente necesario, su duración no será superior a la 
impuesta por las circunstancias y con pleno respeto al ejercicio de sus 
derechos humanos. 

• Recibir atención diferenciada mujeres, mujeres adolescentes y niñas con 
relación a sus necesidades sanitarias, incluido su acceso a los servicios de 
atención médica, en particular los servicios de salud reproductiva y sexual, y 
el asesoramiento y atención adecuados para las víctimas de violencia sexual 
y de otra índole. 

• Participar en la toma de decisiones que les afecten directamente, así como 
en el diseño, implementación y seguimiento de los programas, planes o 
proyectos sobre prevención, protección, asistencia durante el 
desplazamiento y búsqueda de soluciones duraderas. 

• Recibir protección en el ámbito laboral y ser beneficiarias de programas 
productivos y capacitaciones laborales, a fin de coadyuvar en la recuperación 
de sus medios de vida o que participen en nuevas actividades económicas. 

NORMATIVIDAD. 

Los Principios Rectores de los desplazamientos internos del Consejo Económico y 
Social de la ONU, abordaron por primera vez el tema como un fenómeno social 
global de gran escala que necesita atención puesto que estas migraciones “generan 
casi siempre condiciones de sufrimiento y penalidad para las poblaciones afectadas. 
Provocan la ruptura familiar, cortan los lazos sociales y culturales, ponen término a 
relaciones de empleo sólidas, perturban las oportunidades educativas, niegan el 
acceso a necesidades vitales como la alimentación, la vivienda y la medicina, y 
exponen a personas inocentes a actos de violencia en forma de ataques a los 
campamentos, desapariciones y violaciones (ECOSOC-ONU, 1998)”. 

Algunas naciones han realizado esfuerzos regionales con el fin de implementar 
acciones contundentes para las víctimas del DFI. Unos de los casos más 
significativos es la Convención de la Unión Africana para la Protección y la 
Asistencia de los Desplazados Internos en África, también conocida como 
Convención de Kampala (2009). El tema también ha sido parte de la Declaración de 
Cartagena sobre Refugiados en América Latina (1984), la Declaración de San José 
sobre Refugiados y Personas Desplazadas (1994), la Declaración y Plan de Acción 
de México para Fortalecer la Protección de los Refugiados en América Latina 
(2004), así como otros tratados que, si bien han abordado más específicamente el 
tema, no han logrado homologar acciones para afrontar las diversas crisis de 
desplazamiento forzado interno. 

 



CONCLUSIÓN. 

Por décadas, el desplazamiento forzado interno fue invisibilizado 
internacionalmente, ya que las políticas globales en materia de migración se 
enfocaron, con justa razón, en la ayuda a refugiados y desplazados internacionales. 
Migrantes que son obligados a abandonar sus países de origen o residencia por 
causas de fuerza mayor. Sin embargo, a la par de las crisis mundiales de migración 
se exacerbaba la migración interna de quienes padecieron prácticamente las 
mismas vejaciones que las víctimas internacionales, pero en este caso sin 
abandonar su país.  

Decretar un Día Nacional de las Víctimas del Desplazamiento Forzado Interno, no 
sólo sería un esfuerzo por parte del Poder Legislativo para recordar y visibilizar a 
quienes han padecido los estragos de este problema, sino también un recordatorio 
para que todas las instancias de gobierno tomemos la responsabilidad 
correspondiente en el tema y mejoremos a la brevedad posible la normatividad que 
debe proteger y garantizar una vida digna a todas y todos los mexicanos. La 
sensibilización social también sería parte de los objetivos de este día nacional, el 
respeto a los derechos de los desplazados internos no sólo el trabajo del gobierno, 
sino también de cada habitante de este país.  

Se propone que el Día Nacional de las Víctimas del Desplazamiento Forzado 
Interno, sea conmemorado el 11 de febrero de cada año en relación al aniversario 
de la presentación de los Principios Rectores de Desplazamiento Interno en la 
Comisión de Derechos Humanos de la ONU en 1998. Documento que sería 
adoptado como resolución, por dicha comisión, el 17 de abril del mismo año.  

Por lo anteriormente expuesto, se presenta ante esta honorable asamblea la 
siguiente iniciativa con proyecto de: 

Decreto que declara el 11 de febrero de cada año como el Día Nacional de las 
Víctimas del Desplazamiento Forzado Interno. 

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión declara el 11 de febrero de cada 
año como el Día Nacional de las Víctimas del Desplazamiento Forzado Interno 

Transitorio. 

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 28 días de mes agosto del 
2023. 

 

Diputada Diana María Teresa Lara Carreón. 
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